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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgardo Rodríguez, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señoras Representantes Beatriz Argimón, Alba M. Cocco Soto y Daniela Payssé y señores 
Representantes Sergio Dancheff y Gustavo Espinosa. 


INVITADA: Señora Directora del Archivo General de la Nación, licenciada Alicia Casas. 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Rodríguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos la presencia de la Directora del Archivo General de la Nación, señora Alicia Casas. 


Días pasados la Comisión resolvió consultar a algunas instituciones y personas especializadas en el tema que 
aborda el proyecto que estamos tratando: "Archivo Nacional de la Memoria". Nos pusimos a trabajar en él a 
partir de la concurrencia de la señora Ministra de Defensa Nacional, doctora Azucena Berrutti, así como del 
Secretario de la Presidencia, doctor Gonzalo Fernández. Con mucho gusto vamos a escuchar la exposición de 
la licenciada Alicia Casas acerca del proyecto que hemos elaborado, que seguramente nos va a resultar muy 
ilustrativa. 


SEÑORA CASAS.- Para empezar, quiero decir que el tema de los derechos humanos no nos es ajeno 
sino muy cercano, porque desde 2002 -hace cinco años largos- estamos trabajando en él desde la 
Universidad de la República. En el año 2002 comenzamos por los documentos relativos a los derechos 
humanos que teníamos en la Universidad. En ese momento yo no era Directora del Archivo General de 
la Nación sino que tenía a mi cargo el Archivo General de la Universidad. 


Nos pareció importante hacer el relevamiento de la documentación que teníamos sobre la violación de los 
derechos humanos a partir del período de facto -quizás muchos de ustedes figuren en ese material-, y así lo 
hicimos. 


Yo trabajo en una organización internacional que depende de la UNESCO. Tuvimos una reunión en Sudáfrica 
en 2002. Fue una reunión a nivel internacional de todos los archivos nacionales del mundo; había doscientos 
especialistas. Lo que allí decidimos -que fue lo que nos decidió a empezar a trabajar en este asunto- fue 
recomendar que las autoridades gubernamentales y las organizaciones internacionales y nacionales tomen 
medidas que aseguren la preservación de los archivos públicos y privados que documenten las violaciones de 
los derechos humanos. De ahí en más, nosotros empezamos a trabajar. 


Yo, que soy de temperamento corto, tuve una violenta discusión con uno de los alemanes, con el que era 
Director del Archivo de Koblenza, que creó un archivo para reunir los documentos de las dos Alemanias, la 
del Este y la del Oeste, cuando cayó el muro de Berlín. Él sostenía que todos los archivos tenían que ir a los 
Archivos nacionales. En ese momento, aún Uruguay e Iberoamérica -yo hablaba por Iberoamérica- tenían en 
las Direcciones de los archivos a los Directores que habían sido partícipes de la dictadura. Entonces, yo 
sostenía que era muy riesgoso enviarles el material porque, ¿qué seguridad se podía tener con gente que 
participó de la dictadura a la que se le mandan los documentos que la propia dictadura generó? Como ustedes 
saben, los archivos están constituidos por documentos que contienen actividades de la Administración e 
información relativa a las personas, a sus negocios, etcétera. Entonces, en ese momento, eso me parecía muy 
riesgoso. Lo discutimos largamente y llegamos a la conclusión de que lo conveniente -eso rige a nivel 
internacional en este momento- era que las instituciones que tienen documentos relativos a violaciones de los 
derechos humanos sean responsables de ellos hasta tanto sean de utilidad, sean reclamables o estén dentro del 
plazo precaucional de conservación de los documentos. ¿Por qué? Yo les decía en ese momento que acá 
tenemos una institución que es ejemplar en ese sentido, el Ministerio de Relaciones Exteriores, que tiene los 
documentos relativos a las violaciones de los derechos humanos. Los tiene ordenados, organizados y da un 
servicio público. Hay una pequeña masa -pequeña con relación a todo lo que tiene- que todavía no ha sido 
organizada, pero lo van a hacer. Esa institución tiene que ser responsable de los documentos y tiene que 
mantenerlos. Naturalmente que luego de transcurridos los plazos definitivos -digamos treinta años- y cuando 
esa documentación pase a ser histórica -todavía es documentación corriente, porque se usa, es necesario 
recurrir a ella porque se sacan informaciones- pasará al Archivo General de la Nación. Pero mientras dé 
alguna utilidad, esa información debe estar en la institución. 


¿Por qué digo esto? Ayer tuve una reunión con la señora Presidenta de la Suprema Corte de Justicia. ¿Por qué 
tuve esa reunión? Porque yo siento que el Estado viola permanentemente los derechos humanos del 
ciudadano, desde el momento en que tengo todo en los archivos judiciales que están en la calle San Martín. 
Se trata de veintisiete kilómetros y medio de documentos; piensen que es la distancia que hay entre el centro 
de la capital hasta más allá de El Pinar, y están en una estantería de 1,80 metros de alto. Son documentos 
judiciales de todos los juzgados de Montevideo y del interior. 


Al otro día que yo ingresé al Archivo General de la Nación, tuve un pedido de Rivera; se pedía una sentencia. 
Ustedes saben que yo -que soy del interior- esa noche no dormí, porque me preguntaba cómo es posible que 
un ciudadano como yo, que paga sus impuestos, que está en Rivera, tenga que esperar que la sentencia que 
necesita para un juicio o lo que sea, se pida a Montevideo, se busque, se encuentre, vaya al Juzgado 
correspondiente y después a Rivera. 


Entonces, fui a hablar con la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia y le dije: "Doctora: las instituciones 
también tienen que preocuparse de sus documentos". Porque si bien es cierto que el Archivo General de la 
Nación los debe tener -y los tiene-, también presta el servicio de información, pues los documentos sirven en 
la medida en que se usan. Cuando ustedes venden el automóvil o una casa, ¿qué tienen que hacer? Tienen que 
sacar el certificado de libre de embargo y los documentos registrales. Ustedes saben que los documentos se 
usan permanentemente. No son simplemente restos históricos o restos de actividades; se usan. Yo le dije a la 
Presidenta de la Suprema Corte de Justicia: "A mí me preocupa mucho tener veintisiete kilómetros y medio 
de documentos, algunos de los cuales están desordenados, porque no tenemos tradición archivística en 
nuestro país". Hace treinta años que doy clases acerca de esto y nunca he podido explicarme por qué somos 
tan descuidados con nuestros documentos. Solo somos cuidadosos cuando un asunto nos afecta, cuando voy a 
vender el auto y no tengo el título de propiedad o cuando necesito de apuro una partida de nacimiento de 
unos de mis hijos porque se va de viaje. 


No nos preocupamos por los documentos. A mí me mandan documentos de los Juzgados y hay múltiples 
problemas. Cuando me hablan de la posibilidad de despojar a las instituciones de sus documentos para 
reunirlos en otro lugar, como soy hija de Pivel tengo en cuenta siempre lo que él decía: "Ojo, si vas a mover 
una biblioteca o un archivo, piensa que es peor que un incendio, porque las pérdidas son siempre peor que las 
de un incendio". 


¿Cómo se va a hacer el archivo de la memoria? ¿Van a despojar a las instituciones de sus documentos? 
¿Quién va a determinar cómo se va a hacer eso? No es sencillo, porque no es cuestión de escribir ni de hacer 
una ley. Las leyes sirven en la medida en que son aplicables. Nosotros tenemos muy buenas leyes y un muy 


buen procedimiento administrativo; si se aplicara bien el Decreto N* 500, la Administración funcionaría sobre 
ruedas; lo que pasa es que no se aplica, no es que haga falta más normativa. 


Yo no soy partidaria -que quede claro- del desmembramiento de los documentos desde los archivos; sí soy 
partidaria de que las instituciones -esto sí podría hacerse a través de una normativa- estén obligadas a 
conservar adecuadamente sus documentos, a organizarlos y a dar servicio de información. Todas las 
instituciones públicas tienen archivos o deberían tenerlos. Yo leí con mucho cuidado la versión taquigráfica 
de la última reunión de la Comisión, que me pareció sumamente interesante e ilustrativa; fue formidable. En 
determinado momento, se dijo que yo había presentado un proyecto de ley de archivos. Yo no presenté 
ningún proyecto; no soy tan inteligente. Hay un grupo de trabajo de ley de archivos que está trabajando desde 
el año pasado, con fondos de la UNESCO de Brasil. Ese grupo se consolidó y seguimos trabajando con los 
brasileños; lo estamos haciendo a nivel del MERCOSUR. Lo que se presentó fue un proyecto de ley de 
archivo general, es decir, la ley de archivo que no tenemos. Porque queremos hacer una ley de archivo con un 
sector de documentos, pero no tenemos el universo. No tomamos el universo documental; tomamos un sector 
y queremos hacer una ley solo con un sector. 


Yo traje un proyecto cuyo articulado elaboró el grupo de archivo en el que participé; siguiendo la vía 
jerárquica, se envió al Ministerio de Educación y Cultura -del cual depende el Archivo General de la Nación- 
y este lo envió a la Comisión de Cultura del Senado. Creo que ustedes no lo tienen. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Ya lo tenemos. 


SEÑORA CASAS.- Lo traje porque, aparentemente -por lo que leí- no lo tenían. Les dejo este proyecto 
relativo a la ley general, que creo que es como la causa de los pueblos: no admite demora. La Comisión 
que tiene que considerar este proyecto tiene un asunto prioritario, pero me aseguraron que ya habían 
hablado con todos los partidos y que sería aprobado. Si saliera del Senado rápidamente y ustedes 
también lo apoyaran, tendríamos el primer instrumento, porque debemos contar con una ley general 
de archivos. Asimismo está pendiente la consideración del proyecto de ley de acceso -puede tramitarse 
paralelamente-, que también veo muy complejo. Entiendo que las leyes tienen que ser paraguas bajo 
los cuales nos podamos cobijar, porque cuando son muy específicas terminan siendo un corsé que no 
nos permite movernos. En cambio, si hay una ley general de archivos, luego se puede reglamentar y, en 
la medida en que se vaya reglamentando, no será necesario aprobar otra ley. Si por ejemplo una ley 
dice que esta mesa es cuadrada, habrá que aprobar otra que establezca que es ovalada. En cambio si 
dice que acá hay una mesa, podemos elaborar un reglamento diciendo que es ovalada. No lo sé. Son 
ustedes los expertos; yo simplemente traje mi trabajo. 


Con relación a los dos proyectos que se habían presentado, traje un borrador de articulado que refiere a los 
fondos documentales producidos dentro de los regímenes represivos; toma elementos de los dos proyectos. 
La conclusión es que, sin despojar a las instituciones de sus documentos, es posible crear una, que puede ser 
denominada archivo y centro de referencia documental de la memoria, que mediante las nuevas tecnologías 
que tenemos dé copias autenticadas; naturalmente, trabajaría con una base de datos. Podría ser esta la 
institución que de alguna forma atendería la parte política porque, como le dije a la señora Diputada Payssé, 
los archivos no tienen color político. Esto es lo que elaboramos este fin de semana; les traje un ejemplar para 
cada uno. Es un articulado que se elaboró teniendo en cuenta los dos proyectos presentados; hicimos una 
síntesis de lo que nos pareció pertinente de ambos. Lo que no se hace aquí es despojar a las instituciones de 
los documentos, algo que veo sumamente peligroso. Reitero que soy hija de Pivel, que decía: "Si vas a mover 
una biblioteca o un archivo, tené en cuenta que es peor que un incendio. Lo se te pierde, va a ser peor que lo 
perdido en un incendio". 


No soy partidaria de despojar a las instituciones, aunque entiendo las razones políticas. Yo no participo en la 
política porque no tengo nada que ver con ella -naturalmente tengo mi corazón-; en el Archivo no tengo 
posición política ni los documentos archivísticos tienen color político. Ustedes pueden atender la parte 
política; los elegimos para que lo hagan. Creemos que es posible crear una institución que fuera un archivo y 
un centro de referencia documental, pues actualmente las tecnologías nos permiten todo. 


En 1974 la dictadura fue a la Universidad de la República y de la mano de quien me precedió, los mandos 
militares sacaron los documentos que testimoniaban el avance científico de este país. Se lo llevaron todo y lo 
pasaron al Archivo General de la Nación; los tiraron en la calle San Martín. En 1985, cuando nos 


reintegramos a la Universidad -hasta ese año estuve afuera- nos encontramos con que lo que entra al Archivo 
General de la Nación no es posible sacarlo si no es por ley. Como no íbamos a conseguir la aprobación de 
una ley, se formó una comisión y se pidió a la doctora Reta que se reintegraran los documentos de la 
Universidad y no se dio respuesta alguna. Pero como estábamos en la era de la tecnología, los documentos 
igual se sacaron por vía electrónica. En el Archivo General de la Universidad -que por ahora sigue a mi 
cargo- tenemos toda la información. Dado que se va a conmemorar el Cincuentenario de la Ley Orgánica, se 
hizo un trabajo que comienza en 1908, con la aparición de los primeros movimientos estudiantiles, y los 
documentos están en el Archivo General de la Nación. Bueno, hay una persona del Archivo de la Universidad 
que está trabajando con las bases de datos; va directamente a buscar el documento. Es algo así lo que 
proponemos en este ámbito para atender la parte política. 


Honestamente, creo que no podemos sacar los documentos de las instituciones, sí debemos obligarlas a dar la 
información. El primer artículo del proyecto sobre el archivo general -el que digo que es como la causa de los 
pueblos porque hay que aprobarlo ya; no admite demoras- establece: "Es deber del Estado la conservación y 
organización del patrimonio documental de la Nación y de los documentos de gestión como instrumentos de 
apoyo a la Administración, a la cultura, al desarrollo científico y como elementos de prueba de garantía e 
información". Además, dice que la Administración Pública deberá garantizar a sus archivos las condiciones 
necesarias en cuanto a equipamiento y de acuerdo con especificaciones técnicas. Es decir que la ley general 
sobre archivos ya contempla que cada institución que tiene archivos debe conservarlos y organizarlos. No 
solo debe organizar los documentos relativos a los derechos humanos -porque están todos aquellos que 
refieren a las violaciones de los derechos humanos durante la dictadura-, sino todos los otros documentos. 
Repito, violamos también derechos humanos cuando no atendemos pedidos. Cuando se me pide una 
sentencia determinada y yo no la puedo dar en seguida, demoro quince días porque no la puedo ubicar, estoy 
violando el derecho de un cliente. Y eso es lo que hacemos también. 


La Administración tiene que ser responsable de sus documentos y tiene que ponerlos al servicio público. 
Siempre acompasamos el otro proyecto sobre el acceso que, si bien comparto totalmente, al ser tan extenso es 
más complejo; cuánto más extensos, me parecen más complejos. 


Yo les pido consejo; diganme qué es lo que puedo hacer. 


Está este material que he traído, cuyo articulado es breve, muy conciso y pretende atender la parte, digamos, 
política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería conveniente abrir una instancia de preguntas. Nosotros vamos 
a estudiar el material con mucho gusto porque son unos cuantos artículos. 


SEÑORA CASAS.- Yo le pediría que lo leyeran, a ustedes dos, que son las madres. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Primero, quiero agradecer a la licenciada Alicia Casas, no solo por haber 
concurrido a la Comisión, sino por haberse puesto al hombro la responsabilidad de estudiar el material 
que le enviamos y de producir la herramienta que ahora nos está ofreciendo y que, obviamente, vamos 
a considerar, además, porque reconocemos su capacidad técnica. Por esta razón, la estamos 
consultando. 


En materia de maternidades, me alcanza con mis seis hijos. Los proyectos que están a consideración de esta 
Comisión y que por resolución de esta se decidió que uno fuera el proyecto madre y el otro se anexara, son 
producto, uno, de una elaboración colectiva por parte de los integrantes de esta Comisión conjuntamente con 
técnicos y con pasantes que el PNUD nos asignó, quienes colaboraron mucho en el relevamiento de 
documentación internacional y demás; el otro, es de elaboración.... 


(Interrupción de la señora Casas) 


Por eso es que estamos consultando ahora. 
Como decía, el otro proyecto fue elaborado por el Partido Nacional y puesto a consideración. 


Estamos trabajando, entonces, sobre la base de esos proyectos, con esas características. 


Segundo, queremos decir que la mención que hizo la licenciada Alicia Casas en cuanto a que los archivos no 
tienen color político fue realizada en un intercambio previo a que hubiera quórum en esta Comisión y en el 
marco de ponernos ya a intercambiar informalmente, no con otra situación de por medio, sino más que nada 
por el interés en intercambiar ideas con alguien que conoce mucho este tema, como ella. 


Además, quiero plantear que en lo personal integré y participé en varias ocasiones en el grupo de acceso a la 
información que trabajaba conjuntamente con el grupo que estudiaba ese proyecto de ley a que refiere la 
licenciada Casas porque tengo claro, y lo comparto, que una cosa va de la mano de la otra. No podemos estar 
hablando de acceso a la información, de tener una ley sobre acceso a la información si no sabemos dónde está 
ni qué reglas hay para acceder a esta. En ese grupo de trabajo eso quedó claramente establecido desde el 
vamos, y nos parece muy bien que se trabaje en esos dos proyectos de manera simultánea, a pesar de 
reconocer la existencia de las dificultades que señalaba la licencia Alicia Casas. 


Es más: nosotros tenemos algunas dificultades que son producto de la propia integración parlamentaria. No 
hay una Comisión de Derechos Humanos en el Senado. Por lo tanto, temas que consideramos acá y sobre los 
que podemos tener iniciativa van a la Comisión que el Senado resuelva, y también sucede a la inversa. Si se 
presentara un proyecto de ley sobre archivos, seguramente entraría por el Senado; tengo entendido que ya 
está a estudio en su seno, creo que en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado, por lo tanto, esa 
iniciativa será enviada a su homóloga de la Cámara de Diputados y no va a pasar a la Comisión de Derechos 
Humanos. Es decir que tenemos algunas dificultades en cuanto a saber cuáles son las Comisiones referentes 
en la otra Cámara, pues en el Senado no hay, por ejemplo, ni Comisión de Derechos Humanos, ni de Género 
y Equidad. No por ello desconocemos qué es lo que sucede con estos temas. 


Hemos seguido con atención el trabajo que se está haciendo en la Comisión de Constitución y Legislación. 
También hemos hecho algunos intercambios con la señora Senadora Percovich, que integra dicha Comisión. 


Esta idea surgió como consecuencia de una solicitud realizada por la señora Diputada Argimón y por el señor 
Diputado Novales para que la señora Ministra de Defensa Nacional concurriera a esta Comisión -quien lo 
hizo acompañada del Secretario de la Presidencia-, motivados por la inquietud de saber en qué estado de 
situación se encontraban los archivos. Creo reflejar bien aquella nota que oportunamente ambos integrantes 
de la Comisión dirigieron a la Presidencia, que en aquel momento me correspondía ocupar a mí. 


Así fue que tuvimos una instancia en la que vinieron la Ministra de Defensa Nacional y el Secretario de la 
Presidencia, quienes plantearon a la Comisión -por eso le estamos entregando hoy la versión taquigráfica de 
aquella reunión— la necesidad de contar con un soporte legislativo para poder manejarnos con archivos que 
tenían datos vinculados a las violaciones de los derechos humanos o que, eventualmente, podrían tenerlos. 
También señalaron que necesitaban un soporte desde dos puntos de vista. Primero, por lo que significa ese 
espacio muy fino que hay entre el derecho a la confidencialidad y el derecho público al conocimiento de la 
verdad y, segundo, la necesidad de tener soportes técnicos, de trabajar con los archivos y de conservarlos. En 
síntesis esto es así; en la versión taquigráfica está más explicado. 


Así comenzamos a trabajar. En la Comisión surge la idea de trabajar a partir del conocimiento de un borrador 
de la ley madre sobre archivos, donde había una cláusula transitoria que hablaba de un archivo -no sé si 
especial— de esta naturaleza -no recuerdo bien el enunciado de esa disposición transitoria—, y pensamos en la 
posibilidad de separar la disposición y de darle un marco en función de las necesidades planteadas desde la 
Cartera de Defensa, la Secretaría de la Presidencia y, además, porque los integrantes de esta Comisión 
visualizábamos la necesidad de legislar al respecto. Este es el marco de los trabajos que hoy en día tenemos 
sobre la Mesa. 


Obviamente, como dice la licenciada Casas, ahora vamos a tener un aporte muy importante, porque es 
técnico, porque surge a partir del estudio de los proyectos en consideración y porque da una opción que 
tendremos que analizar en este ámbito, que sí es el político. 


Quiero que quede constancia de cómo se empezó el trabajo, de cómo lo estamos rumbeando y de cómo 
estamos tratando de asesorarnos con quienes consideramos que tienen la capacidad técnica para ello a los 
efectos de que el producto legislativo que pueda surgir de acá sea el mejor. 


Entonces, en ese marco, agradecemos el aporte, el haberse involucrado en una tarea parlamentaria que para 
nosotros es importante y, desde ya, le planteamos la posibilidad de volver a consultarla si lo consideramos 


necesario. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Antes que nada, quiero dar mis excusas a la licenciada y a los miembros de la 
Comisión por llegar tarde. Sucede que estaba integrando un panel y fui la última en hablar. 


Agradezco a la licenciada, primero que haya aceptado la invitación y, después, el aporte concreto, más 
teniendo en cuenta que viene de quien tiene una vasta y rica experiencia en archivos. 


Compartiendo la intervención previa de la señora Diputada Payssé en cuanto a por qué esta Comisión se 
interesa en dar estos pasos, básicamente quiero mencionarle que, por supuesto, el proyecto tendrá un debate 
entre nosotros, pero la voluntad -creo interpretar el sentir de todos los compañeros- es que sea algo operativo 
y que no obstaculice el normal desarrollo del trabajo de quienes tienen un vasto desempeño en general en este 
tema. 


Nosotros dimos una breve lectura al aporte, pero nos gustaría estudiarlo un poco más detenidamente, porque 
además hay versiones taquigráficas anteriores con aportes provenientes de otras instituciones -en la misma 
sintonía que el de la licenciada-, que nos gustaría repasar y después -como decía la Diputada Payssé-, con un 
trabajo ya más acabado por parte de la Comisión, la volveríamos a consultar, siempre en el entendido de que 
cuando se sancione una ley a este respecto sea lo más operativa posible. De nada vale hacer una preciosa ley 
si después no resulta operativa y no sirve para lo que nosotros queremos. Y también es cierto que para nada 
está en nuestra voluntad obstaculizar el normal desarrollo de la actividad de quienes vienen dando a nivel 
general una excelente información a través de los archivos. 


Quiero aprovechar para decir algo que, inclusive, compartimos en Comisión; algunos otros compañeros 
tenían los mismos datos. Recuerdo haber hablado con el Secretario de la Presidencia; usted hablaba de cómo 
uno debe estar equidistante con respecto al tema político. Y, bueno, este período de la historia sobre el que 
hubo reticencias a la hora de hacerlo público, constituyó una preocupación, desde nuestra perspectiva, en el 
sentido de que no quedara sujeto al color del Gobierno de turno, especialmente en los primeros años. Por eso 
buscábamos distintas alternativas. 


Las personas que trabajaron en la Comisión para la Paz, concretamente, el Secretario de Presidencia, nos 
decía que siempre obtuvieron del Archivo General de la Nación información de inmediato, en forma 
completa y sin problemas, cosa que no aconteció en otros sitios donde también solicitaron información. Por 
eso me pareció importante trasladarlo a la Comisión y que conste en la versión taquigráfica. 


(Diálogos) 


———Cuando pasan estas cosas es bueno que otros se lo digan. A veces llegan las críticas y no los comentarios 
favorables que surgen a partir de la actividad que uno realiza. 


Agradecemos su presencia y si al señor Presidente le parece bien, después que avancemos, la volveríamos a 
consultar sobre lo que será un proyecto más acabado. 


SEÑORA CASAS.- Esta mañana miré el texto en la computadora y me vi tentada de hacerle 
correcciones. Así que seguramente va a tener correcciones. Ustedes tienen mucha más experiencia que 
yo en materia legislativa. Esta gente trabajó durante dos semanas; nos reunimos en estos días. Me fui 
de viaje y pasé todo el fin de semana enredada en esto y, en realidad, creo que es pasible de una 
cantidad de pequeñas modificaciones. De cualquier manera, en lo sustantivo, en lo troncal, está claro: 
las instituciones no deben verse separadas de sus documentos, lo cual sería muy peligroso, muy 
peligroso, por la integridad de los documentos... En fin, lo digo porque conozco bastante de eso. 


Pivel decía: "Nunca digas nada si no tienes un documento atrás". Por eso les traje las leyes de creación del 
Archivo Nacional. También les dejo una copia del decreto de 1974 y paso a hablar de una gran confusión. Se 
dice que deben ser pasados al Archivo General de la Nación todos aquellos documentos que tienen más de 
treinta años y no es así. Pueden o deben ser pasados al Archivo General de la Nación todos aquellos 
documentos con más de treinta años y que no son de utilidad de la Administración que los creó. Eso modifica 
totalmente la cosa. Van a ir al Archivo General de la Nación todos estos documentos dentro de treinta, 
cuarenta o cincuenta años, cuando hayan cumplido ese plazo precaucional por el cual deben estar allí. 


Tengo treinta años dando clases y, entonces, no me puedo apear. También les acerco un material en el que 
figuran todos los aspectos que debe contener una ley de archivos. 


Asimismo, les puedo enviar una copia de aquello que hablaba de los documentos de la Stasi. Tengo la ley. 
Ese material esta en inglés, pero si quieren, para su comodidad, se los puedo enviar traducido al castellano. 


Asimismo, les traje una copia del proyecto de ley de archivos que pasé vía jerárquica y que la señora 
Diputada Payssé dice que está en el Senado. También puedo aportarles la bibliografía que necesiten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que nos ha hecho un aporte muy didáctico, aun a quienes no tenemos 
ninguna posibilidad de ser madres de este proyecto. Vamos a estudiar en detalle lo que nos acaba de 
entregar y estaremos en contacto. 


(Se retira de Sala la Directora del Archivo General de la Nación) SEÑORA SECRETARIA.- Hay dos 
solicitudes de auspicio de esta Comisión a dos eventos. 


La primera solicitud tiene que ver con una jornada relativa al trabajo infantil en el Uruguay, que se viene 
organizando conjuntamente con la UNICEF. El año pasado la Comisión auspició este evento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos todos de acuerdo, es lógico que apoyemos esta jornada. 


SEÑORA SECRETARIA.- El otro tema tiene que ver con la designación de un miembro de esta 
Comisión como integrante de la CORE. Uno de los artículos de la ley de derecho al refugiado -Ley_N* 
18.076- señala los órganos competentes para tomar determinación y en la integración incluye un 
representante del Poder Legislativo, que será el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Representantes o quien sea designado por la propia Comisión de entre sus miembros. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores está solicitando que la Comisión designe a este integrante de la 
CORE. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Me parecería bueno decidir esto en presencia del señor Presidente de la Comisión; 
creo que es lo que corresponde. 


En ese marco, planteo posponer una semana la definición. 


SEÑORA SECRETARIA.- Si les parece, enviaré una nota al Ministerio de Relaciones Exteriores, 
informando que la Comisión se tomará una semana para considerar este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Diputado Novales, Presidente de esta Comisión, puede integrar la 
CORE, que lo haga. Si se le consulta y así lo decide, se podría informar al Ministerio. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Me parece muy bien. También tendríamos que definir si el representante va a ser 
el Presidente de la Comisión o el señor Diputado Novales, a efectos de que sepa a qué lo estamos 
"sometiendo", entre comillas. Como la Comisión cambia de Presidente anualmente, también debemos 
establecer si el señor Diputado Novales acepta integrar la CORE definitivamente o si acepta solo 
mientras dure la Presidencia. 


Debemos saber qué opina el señor Diputado Novales. Adhiero al planteamiento realizado, ya que me parece 
lógico que el Presidente de la Comisión integre la CORE. Deberíamos plantear la rotación del integrante, en 
función de que el criterio adoptado por la Comisión es que sea quien la preside. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema quedará pendiente para la próxima sesión, a efectos de que se 
resuelva de común acuerdo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


